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1. ASUNTO

Corresponde a la Sala resolver la acción de tutela interpuesta por el señor Cristóbal Guerrero Tobón en contra de la Fiscalía Segunda Especializada, Juzgado Penal del Circuito Especializado de la ciudad de Pereira y la Fiscalía 78 Seccional de Cali, Valle del Cauca.
2. ANTECEDENTES
2.1  El señor Cristóbal Guerrero Tobón instauró acción de tutela en contra de la Fiscalía Segunda Especializada , Juzgado Penal del Circuito Especializado de la ciudad de Pereira y la Fiscalía 78 Seccional de Cali, Valle del Cauca, con el fin de que le sean protegidos sus derechos fundamentales de petición, debido proceso, buen nombre y honra. El supuesto fáctico de la acción de tutela es el siguiente:
· El vehículo de placa AUN-023, modelo 1996, color blanco, que era de su propiedad, fue entregado como parte de pago de otro vehículo a la comercializadora Mundiatuos Limitada con sede en la ciudad de Pasto, cuyo representante legal, el señor Darío Cadavid Mesa lo vendió  en el mes de enero de 1999 al señor Aníbal Fernando Sánchez Oviedo, a quien se lo hurtaron el 26 de enero de 1996 en la ciudad de Cali, automotor que luego fue recuperado en la ciudad de Pereira.
· El Fiscal Jefe de la Unidad de Fiscalías de Cali emitió oficio con fecha del 23 de febrero de 2011 en el que indicó que la investigación por el delito de hurto calificado del vehículo mencionado, estuvo a cargo Fiscalía 78 Seccional de Cali, la cual decretó la suspensión de la investigación previa mediante resolución del 30 de diciembre de 1999, en razón a que el automotor no fue recuperado. Investigación que, según información dada por la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira, estuvo a cargo de la Fiscalía Tercera Especializada, también de Pereira, bajo el radicado No.40964 la cual fue remitida a la Fiscalía 78 Seccional de Cali.

· Mientras fue propietario del automotor de placa AUN-023 canceló el impuesto correspondiente al año 1999, pero al firmar el traspaso al señor Darío Cadavid Mesa, solicitó ser exonerado del pago de los impuestos que le vienen cobrando desde el año 2000 hasta la fecha.

· La Secretaría de Tránsito y Transporte Municipal de Pasto es la entidad que lo requiere para la cancelación de dichos impuestos aun cuando el vehículo ya no le pertenece.  La Secretaría de Rentas del Departamento de Nariño no permite la exoneración del pago del impuesto vehicular por cuanto no tiene conocimiento de la providencia mediante la cual se decretó la extinción de dominio del automotor a la Fiscalía General de la Nación.

· El Fiscal Tercero Especializado de Pereira mediante oficio del 17 de julio de 2001 dirigido al Director del Instituto de Tránsito y Transporte de Nariño, solicitó la remisión del certificado de tradición del vehículo de placa AUN-023 para que fuera allegado a las diligencias preliminares bajo el radicado No.40964 a fin de tramitar la extinción de dominio del automotor, sin que dicha fiscalía ni la Fiscal 78 Seccional de Cali den razón del lugar donde se encuentra el vehículo, ni la fecha de la providencia mediante la cual se decretó la extinción de dominio y la entidad a la cual se lo adjudicaron.
· Son varias las comunicaciones, como poderes que ha conferido a diferentes profesionales del derecho con el fin de lo representen y le den una pronta solución al caso, toda vez que con las acciones omisivas le han afectado  sus derechos fundamentales de petición, debido proceso, buen  nombre y honra, dado que se encuentra embargado por la Subsecretaría de Rentas del Departamento de Nariño, causándole graves perjuicios económicos y morales.

· Considera que han transcurrido más de 14 años desde la ocurrencia de los hechos relacionados con la venta del automotor, sin que haya podido lograr tener una respuesta que llene sus aspiraciones a los distintos derechos de petición, demostrándose con ella una total negligencia judicial con la consecuente vulneración a los derechos invocados por parte de la Fiscalía Segunda Especializada y el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira y la de la Fiscalía 78 Seccional de Cali, entidades encargadas del trámite y la información requerida. 
2.2 Solicita: i) que se tutelen sus derechos fundamentales de petición, al debido proceso, al buen nombre y la honra y ii) que se ordene a la Fiscalía Segunda Especializada y Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, como a la Fiscalía 78 Seccional de Cali, Valle, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación de la decisión adoptada, de manera clara, congruente y de fondo, resuelvan los distintos derechos de petición relacionados con la averiguación y  paradero del vehículo de placa AUN-023, del cual se dice que se decretó la extinción de dominio.
2.3 Al escrito de tutela anexó los siguientes documentos:

· Características del vehículo de placas AUN-023, entre otras: clase: automóvil, marca: Daewoo, color: Blanco Casa Blanca; modelo: 1996; número de motor: G15SF423369; chasis:  KLATF19T1TC202416
 

· El 26 de enero de 1999 el señor Aníbal Fernando Sánchez Oviedo presentó denuncia ante la Inspección Permanente de la Policía Municipal de Siloé en la ciudad de Cali,  por hurto a su vehículo de placa AUN-023, marca Daewoo, modelo 1996 color blanco, particular, en la cual da a conocer, entre otros, que los documentos de dicho vehículo aparecen a nombre del señor Cristóbal Guerrero
.

· La Fiscal 78 Seccional de Cali, Valle, envió oficio No.1338-161781-78 con fecha del 22 de febrero de 1999 a la Secretaría de Tránsito y Transporte Municipal de Pasto solicitando el certificado de tradición del vehículo de placas AUN-023 para que obrara dentro de la investigación por el delito de hurto calificado bajo el radicado No.161781-78.

· El Fiscal Seccional Coordinador de la Unidad Tercera de delitos contra el Patrimonio Económico de Cali, Valle, dispuso el 30 de diciembre de 1999 suspender la investigación previa bajo el radicado No.161781-78, por no haberse recaudado prueba alguna que ameritara la apertura de la instrucción
.

· El Fiscal Tres  Especializado de Pereira  envió oficio No.1293  con fecha del 17 de julio de 2001 al Instituto de Tránsito y Transporte de Pasto solicitando el historial y el certificado de tradición del vehículo de placa AUN-023 para que obrara dentro del proceso  radicado No.40964 por extinción de dominio
.

 RELACIÓN DERECHOS DE PETICIÓN:
·  Aun cuando el accionante no aporta copia de solicitud, el 16 de mayo de 2009 el jefe de la Secretaría Seccional de Fiscalías de Pereira, mediante oficio SC-739 del 16 de mayo de 2009, radicado 661-40964, informa al accionante que con respecto al proceso de extinción del vehículo de placas AUN-023, el derecho de petición había sido remitido a la Fiscalía 78 Seccional de Cali “dispuesta por parte la Fiscalía Tres Especializada de Pereira, el 16 de septiembre, con el fin de adelantar lo pertinente a dicho automotor”
.  
· Petición del 24 de septiembre de 2009
: dirigida al Jefe de la Oficina Jurídica de Tránsito de Pasto, donde el accionante aportó los oficios relacionados en los literales c y e, anteriormente señalados, con el fin de que se ordenara la “cancelación de dicha matrícula” del vehículo de placas AUN-023
, de la cual recibió respuesta el 16 de octubre de 2009 en donde el Jefe de Oficina Jurídica de la Secretaría de Tránsito y Transporte le indica que su caso se encuentra en estudio y que a más tardar el 30 de octubre de 2009 le daría respuesta
; efectivamente, el 28 de octubre de 2009 le contestan que para ese organismo de tránsito el automotor AUN-023 continúa hurtado y en momento alguno las autoridades competentes han informado sobre la cancelación del pendiente que existe sobre el mismo; por lo tanto, despachan desfavorablemente su solicitud
.

· Petición del 12 de noviembre de 2009
: dirigida al Subsecretario de Rentas de Pasto,  donde el accionante anexó los oficios  relacionados en los literales c y e, con el fin de solicitar que sea liberado de los impuestos que le aparecen al vehículo con placas AUN-023, por cuanto no era el propietario del mismo, ya que se había entregado a la Nación mediante la extinción de   dominio, de la cual recibió respuesta el 1º de diciembre de 2009 en la que le informaron que no procede la exoneración del pago de impuesto del vehículo de placa AUN-023 al que le aparecen pendientes los pagos de los años 1999 al 2009, demás, por cuanto no obraba providencia donde se verificara la extinción de dominio, en tal sentido debía aportar el certificado con los registros del hurto como el de la extinción de dominio
.

· Petición del 10 de diciembre de 2009
: dirigida a la Secretaría de Fiscalías de Pereira, donde el accionante solicitó certificación de la fecha en que se recuperó el vehículo de placas AUN-023 y copia de la providencia de extinción de dicho vehículo con la respectiva constancia de ejecutoria.  No aparece respuesta alguna.  

· Petición del 10 de diciembre de 2009: dirigida a la Fiscalía 78 Seccional de Cali donde solicitó que le enviaran copia de la denuncia por hurto del vehículo de placa AUN-023.
  Sin respuesta alguna.
· Petición del 9 de febrero de 2010
: dirigida a la Fiscalía 78 Seccional donde reiteró su petición del 10 de diciembre de 2009 e informa que el vehículo de placa AUN-023  fue localizado en la ciudad de Pereira y que como estuvo por fuera del país, jamás lo reclamó, pero que dicha investigación se encontraba en esa fiscalía por remisión que hiciera de la misma la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira.  Recibe respuesta de la Fiscalía 78 Seccional de Cali, proceso radicado bajo el No.161781-78,  donde le adjuntan la denuncia del hurto del vehículo de placa AUN-023 el cual figura suspendido por decisión del 30 de diciembre de 1999 y además le informan que no obra diligencia alguna con respecto a la extinción de dominio sobre dicho automotor
.

· Petición del 16 de marzo de 2010
: dirigida a la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, donde el accionante solicitó información del estado en que se encuentra la investigación por extinción de dominio con respecto al vehículo de placa AUN-023 de propiedad del señor Aníbal Fernando Sánchez Oviedo, igualmente, solicitó copia de la providencia que hace referencia a la extinción de dominio. Recibe respuesta del 18 de marzo de 2010 por parte de la Fiscalía Segunda Especializada donde le informa que la investigación adelantada por la Fiscalía Tercera Especializada bajo el radicado No.40964, fue remitida el 16 de septiembre de 2002 a la Fiscalía 78 Seccional de Cali, a donde había sido enviada su solicitud
. 

· Petición del 21 de febrero de 2011
: dirigida a la Fiscalía 78 Seccional de Cali, donde el accionante solicitó información sobre el estado del proceso que por hurto calificado, del vehículo de placa AUN-023, que llevó esa Fiscalía bajo el radicado No.161781-78, por cuanto dicho automotor fue localizado en Pereira y la Fiscalía Tercera Especializada bajo el radicado No.40964 envió la investigación a la Fiscalía 78 Seccional, lo cual se hace necesario para presentar ante el Instituto de Tránsito de y proceder a la cancelación de la matrícula.  El 23 de febrero de 2011 el Fiscal jefe de la Unidad de Patrimonio Económico y Fe Pública de Cali contestó que efectivamente la Fiscalía 78 Seccional adelantó investigación previa bajo el radicado No.161781 por el delito de hurto calificado del automotor de placa AUN-023, marca Daewoo, modelo 1996, color blanco, denunciante Aníbal Fernando Sánchez Oviedo, en hechos acaecidos el 26 de enero de 1999, investigación que fue suspendida mediante resolución del 30 de diciembre de 1999 y que consultado el SIJUF, dicho rodante no aparece con anotación de haber sido recuperado
. 

· Petición del 2 de marzo de 2011
: dirigida la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira, donde el accionante solicitó que enviaran a al Jefe de la Unidad de Cali la copia del radicado No.40964 que fue remitido el 16-09-2002 a la Fiscalía 78 Seccional de Cali con el fin de establecer que el vehículo AUN-023 fue recuperado en la ciudad de Pereira.  No obra respuesta alguna.

· Solicitud del 2 de marzo de 2011
: dirigida al doctor Germán Gutiérrez Molina, Jefe de la Unidad (entiéndase Unidad de Patrimonio Económico y Fe Pública) de Cali en donde informó que con respecto a la respuesta del 23 de febrero de 2011 el automotor si fue recuperado en la ciudad de Pereira y que la Fiscalía encargada del proceso bajo el radicado No.40964 lo envió el 16-09-2002 a la Fiscalía 78 Seccional de Cali; por lo tanto, consideró no cerrado el caso y solicitó que requiriera a la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira que le enviaran copia del documento bajo el radicado No.40964, por cuanto esta situación lo tiene perjudicado económicamente, su honra y su buen nombre, por cuanto la Gobernación de Nariño decretó el embargo de sus bienes por las sanciones que le aparecen al vehículo de placa AUN-023 el cual se encuentra desaparecido desde hace 11 años.  No obra respuesta alguna.
2.4 El día 11 de julio de 2013,  la Sala Penal del Distrito Judicial de Pasto, Nariño, recibió las presentes diligencias, y mediante auto de la misma fecha, resolvió remitir la acción de tutela al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, atendiendo lo previsto en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000
. 
2.5 El expediente fue repartido y asignado al despacho del doctor Julio César Salazar Muñoz, Magistrado de la  Sala Laboral de este Distrito Judicial, quien por a través de providencia del 22 de julio del año en curso, decidió remitir las diligencias a la Oficina Judicial de Reparto para que fuera tramitado y decidido por la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial
. 
2.6 Mediante auto del  veintitrés (23) de julio de dos mil trece (2013)
, esta Corporación i) avocó el conocimiento de la acción de tutela; ii) ordenó correr traslado de la misma a los despachos accionados;  y iii) ordenó vincular a la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, Secretaría de Tránsito y Transporte Oficina Jurídica y Sustanciación de Jurisdicción Coactivo de San Juan de Pasto, Nariño, y al  Departamento de Nariño Subsecretaría de Rentas.
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1 FISCALÍA TERCERA ESPECIALIZADA DE PEREIRA
 
La doctora María Luisa Henao, en calidad de Fiscal Delegada ante el Gaula, emite respuesta como Delegada de la Fiscalía Tercera Especializada de esta ciudad, remitió respuesta a la acción de tutela en los siguientes términos:

· Una vez verificada la información relacionada con el trámite de extinción de dominio radicado No.40964 y la vinculación del vehículo AUN-023, se pudo establecer que en ese despacho no se encuentra dicho radicado, ni existe alguno en el que se encuentre afectado el automotor de la referencia. 

· Igualmente, la Unidad de Bienes y Automotores de la Dirección Administrativa  y Financiera y la unidad de automotores de la Policía Nacional, informaron  que en dichas dependencias no existe registro alguno con relación al rodante de placas AUN-023

· Al observar los registros en el sistema SIJUF en relación con el radicado No. 40964, se logró establecer que se trata de una actuación que se originó por la compulsa de copias ordenada en sentencia condenatoria por parte del Juez Especializado, al parecer el 17/01/2000, por hechos ocurridos el 01 de mayo de 1999 por el delito de tráfico, fabricación y porte de armas de uso privativo, las cuales fueron remitidas para el procedimiento de extinción de dominio del vehículo DAEWOO blanco de placa BFV-364. Dicha actuación fue remitida el 16 de septiembre de 2002 a la Fiscalía 78 seccional de Cali, Valle, Unidad de Automotores, sin que obren otros datos relacionados con la plena identificación del vehículo, del condenado, ni el radicado de la investigación que dio origen al trámite de extinción el vehículo de placa BFV-364.

· La Secretaria ll, adscrita a la Unidad de Automotores de la Dirección Administrativa y Financiera de la Fiscalía, informó que el vehículo con placas BFV-364 fue dejado a disposición de la Fiscalía 78 Seccional de Automotores de la ciudad de Cali, Valle, de acuerdo a lo consignado en el oficio No.1597 del 16 de noviembre de 2002, suscrito por el doctor Luis Fernando Arias Echeverry y enviado a la Unidad de Automotores.  A su vez la Unidad de Automotores mediante oficio No.4665 del 1 de diciembre de 2004 solicitó a la Fiscalía 78 Seccional Unidad de Automotores de la ciudad de Cali, se tomaran las decisiones de fondo con relación al vehículo de placa BFV-364 y se informara lo dispuesto para proceder de conformidad, pero nunca se ha recibido respuesta alguna por parte de dicha Fiscalía.

· El vehículo de placa BFV-364 actualmente se encuentra ubicado en el parqueadero de la Dirección Administrativa y Financiera de la ciudad de Pereira y se registra como un vehículo modelo 1997, número de motor 615SF425269 y chasis No.674265540032.
· La secretaria referida, estableció que con respecto a la sentencia penal condenatoria, en la que se ordenó la compulsa de copias para extinción de dominio de este vehículo, en los registros y/o carpetas que obran en esa entidad, consta que la sentencia condenatoria aludida se profirió en contra del señor Epitafio Castrillón Gómez. 

· Atendiendo la información suministrada por la doctora Adriana Cuervo,  se estableció que no existen documentos en la Fiscalía Especializada Extinción de Dominio, que permitan obtener información frente a los vehículos con placas AUN-023 y BFV-364, y no se halló constancia de los motivos por los  cuales se remitió lo actuado por parte de la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, en el trámite de extinción de dominio sobre el vehículos de placa BFV-364 a la Fiscalía 78 Seccional de automotores de la ciudad de Cali. Tampoco fue posible  constatar con la información entregada si se trata del mismo vehículo de placas AUN-023 pues en la Unidad de Bienes y Automotores, al igual que en automotores de la SIJIN, no existen registros o información relacionada con este vehículo y se desconoce si los números de motor y/o chasis fueron regrabados,  toda vez que ambos vehículos poseen diferentes sistemas de identificación.  

· Solicitó desvincular de la acción interpuesta, a las Fiscalías Dos y Tres Especializadas, pues si bien la investigación pasó por esas dependencias,  la misma fue remitida a la Fiscalía 78 Seccional de Cali, a la cual le  corresponde tomar de decisiones respecto del vehículo en mención. La persona encargada del manejo de extinción de dominio manifestó que dicho rodante se encuentra bajo custodia en la Dirección Administrativa y Financiera de dicha ciudad, aclarando que aquel se encuentra identificado como un DAEWOO de placas BFV-364, y se debe esclarecer si corresponde al que solicitan de placas AUN-023, dicho trámite deberá resolverlo la Fiscalía 78 de Cali.

· Ese despacho se encuentra imposibilitado de tener acceso a la investigación relacionada con el objeto de amparo al no contar con dichas diligencias, de manera que en Pereira no se puede brindar información al peticionario. 
3.2 JUZGADO ÚNICO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA

El doctor Eduardo González Ángel, en calidad de juez único penal del circuito especializado de Pereira, allegó contestación a la acción de tutela en la que refirió lo siguiente:  
· Luego de adelantar las averiguaciones pertinentes ante las Fiscalías Especializadas adscritas a dicho juzgado, se estableció que el número de radicación al que hace referencia el accionante No.40964, corresponde a un proceso que se originó con ocasión del trámite de extinción de dominio que ordenó este juzgado en sede de sentencia, respecto del vehículo automotor DAEWOO color blanco, modelo 1997 de placas BFV-364, vinculado al proceso penal 1999-0072 adelantado en contra del ciudadano Epitacio Catillo Gómez.

· A través de sentencia del  15 de diciembre de 1999, se ordenó poner a disposición de la Fiscalía General de la Nación dicho automotor, para que se iniciara el trámite de extinción de dominio.  

· De conformidad con lo consignado en el sistema SIJUF el Rad. 40964 hace referencia al vehículo automotor DAEWOO color blanco, modelo 1997 de placas BFV-364, más no al vehículo de placas AUN-023 modelo 1996, color blanco, que enuncia el demandante, desconociendo en dónde radica la confusión. 
· La investigación de la referencia fue adelantada por la Fiscalía 78 Seccional de Cali, y en la actualidad el rodante se encuentra a su disposición en los parqueaderos de la Dirección Administrativa y Financiera de la ciudad de Pereira.  

· Solicitó que se declarara improcedente la acción de tutela contra ese despacho judicial, por no haber vulnerado los derechos fundamentales a los cuales hace alusión el titular de la acción.

3.3  SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTES DE PASTO
  

El señor Rodrigo Fernando Bastidas Tobar, en calidad de Secretario de Tránsito y Transporte Municipal de Pasto  -STTM- (encargado) remitió respuesta a la acción de tutela en los siguientes términos:

· Según las normas que regulan la tradición de los vehículos automotores en Colombia,  se tiene que el contrato de venta por sí mismo no tiene la virtud suficiente para transferir el derecho de dominio, para alcanzar este objeto debe estar seguido de un modo, que en las obligaciones de dar es siempre la tradición. Para sustentar este dicho, transcribió el artículo 922 del Código de Comercio, referente a la tradición de inmuebles y de vehículos automotores. 
·  Una vez revisada la base de datos de uso interno MERCURY y el historial del vehículo de placa AUN -023, se pudo establecer que el mismo se encuentra registrado a nombre del accionante, señor Cristóbal Guerrero Tobón, según formulario único nacional FUN No. 093-5088849 del 9 de septiembre de 1996, mediante el cual se hizo al trámite de matrícula inicial. En dicho historial no reposa trámite alguno de traspaso que haya sido efectuado por el actor a favor de una tercera persona.

· El artículo 48 de la Ley 769 de 2002 establece el procedimiento para la inscripción de medidas cautelares y/o anotaciones en el registro nacional automotor.

· En dicha base de datos, figura el oficio  No. 1338-161781-78 del 22 de febrero de 1999, a través del cual se informa de un pendiente por hurto del vehículo de placa AUN-023, por parte de la Fiscalía 78 Seccional de Cali. Sin embargo, no aparece documento relacionado con la suspensión de la investigación previa, ni con el levantamiento del pendiente por hurto. 

·  El traspaso aludido por el actor no pudo haberse llevado a efecto, ya que en el registro único automotor, el demandante todavía continúa apareciendo como propietario del automotor, adicional a ello, verificado el historial o la carpeta del vehículo de placa AUN-023 no aparece el formulario de traspaso del automotor a favor de un tercero, salvo el FUN, con el cual se hizo el trámite de matricula inicial.

· El Instituto Departamental de Tránsito y Transporte – IDATT fue liquidado, y quien asumió las funciones de competencia del mismo fue la Subsecretaria de Tránsito y Transporte del Departamento de Nariño y no la Secretaría de Tránsito Municipal de Pasto.

· La Subsecretaría de Tránsito y Transportes del departamento de Nariño, dentro del esquema administrativo, depende de la Secretaría de Hacienda Departamental, a quien le corresponde el cobro y recaudo del impuesto de automotores.
· Esa entidad no ha vulnerado derecho alguno al tutelante, ya que la función contemplada en el artículo 48 de Código Nacional de Tránsito, es la efectuar las inscripciones y/o anotaciones en el registro nacional automotor, que hayan sido ordenadas bien sea por autoridad judicial o administrativo; aplicando para tal fin, los procedimientos, y previo cumplimiento de los requisitos establecidos para tal fin. Teniendo en cuenta que el vehículo de placa AUN-023 se encuentra matriculado en ese organismo, corresponde a la STTM realizar la inscripción de las anotaciones a que haya lugar respecto del mismo. 
· Pese a que el señor Guerrero Tobón anexó oficio No.1293 expedido dentro del proceso de extinción de dominio No. 40964, no existe ningún otro documento en la que se haya dispuesto su extinción de dominio. 

· Esa entidad en ningún momento ha vulnerado los derechos invocados por el accionante, ya que en cumplimiento de sus facultades legales, se encarga de realizar las anotaciones en el registro nacional automotor, que hayan sido ordenadas por la autoridad judicial o administrativa correspondiente.

· Para la fecha de la inscripción del pendiente por hurto, el procedimiento para la misma se realizaba de conformidad con lo reglado en el acuerdo 051 de 1993, norma que fue derogada por la resolución 004775 de 2009, y esta a su vez, por la resolución 12397 de 2012, la cual se encuentra vigente. 
· A través de oficio OJ.1013 del 28 de octubre de 2009,  ese organismo de tránsito dio pronta y efectiva respuesta al requerimiento del tutelante sobre la cancelación de la multa.  Solicita que no se tutele derecho alguno a favor del señor Cristóbal Guerrero Tobón, con relación a esa entidad. 
· Allegó copia de los siguientes documentos: i) formulario único nacional No. 093-5088849 respecto del vehículo de placas AUN-023 donde aparece como propietario el señor Cristóbal Guerrero Tobón; ii) Certificado de tradición del 26 de julio de 2013 donde constan las medidas cautelares y/o limitaciones del vehículo de placas AUN-023; iii) oficio No. 1338-161781-78 del 22 de febrero de 1999 expedido por la Fiscalía 78 Seccional de Cali, dirigido a la Secretaría de Tránsito y Transporte de Pasto; iv) resolución de embargo de vehículo de la Secretaría de Tránsito No.260 del 11 de marzo de 2011 proferida por la Gobernación de Nariño donde se ordena el embargo del vehículo de placas AUN-023 registrado a nombre del señor Guerrero Tobón; v) resolución de embargo No.7148 del 23 de junio de 2011 emitida por la Secretaría de Hacienda, Subsecretaría de Rentas de Pasto; vi) oficio No.0058 del 12 de enero de 2012 emitido por la Dirección Ejecutiva Seccional de la Administración Judicial de Pasto donde solicitan la inscripción de embargo, dentro del proceso de cobro coactivo No.2006-00239-00;  vii) resolución No.001291 del 15 de abril de 2009  expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial de Pasto mediante la cual decretó el embargo del vehículo AUN-023; viii) oficio No. OJ.EXT 1013 del 28 de octubre de 2009, por medio del cual la jefe de la oficina jurídica de jurisdicción coactiva de la Secretaría de Tránsito y Transporte de San Juan de Pasto, dio respuesta a una solicitud elevada por el actor; ix) acta No.0032 del 11 de enero de 2012 de posesión del Subsecretario Operativo, doctor Rodrigo Fernando Bastidas Tobar, x) decreto de nombramiento No.0066 de 2012 del 11 de enero de 2012; xi) cédula de ciudadanía del señor Rodrigo Fernando Bastidas Tobar; y xii) resolución No. 0617 del 23 de julio de 2013 por medio de la cual se encarga al señor Rodrigo Fernando Bastidas Tobar como Secretario de Tránsito Municipal
.
3.4 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN – UNIDAD DE PATRIMONIO ECONÓMICO Y FE PÚBLICA SECCIONAL DE CALI
 

El Coordinador de la Unidad de Patrimonio Económico y Fe Pública Seccional de Cali,  envió escrito, vía fax, lo siguiente:
· No obra en ese Despacho constancia alguna de  recepción del derecho de petición que hiciera el señor Cristóbal Guerrero Tobón con fecha del 2 de marzo de 2011.  Solamente aparecen dos peticiones elevadas el 9 de febrero de 2010 y la del 23 de febrero de 2011, los cuales fueron contestados, la primera  por la Fiscalía 78 Seccional y la otra por esa misma Coordinación, por cuanto la Fiscalía 78 Seccional, ya no existía, donde se le respondió que no aparecía alguna constancia donde se indicara que el  automotor de placa AUN-023 había sido recuperado en la ciudad de Pereira, como tampoco un oficio donde se dejara a disposición de la otrora Fiscalía 78 Seccional.

· Lo único que obra en el expediente es la propia aseveración del tutelante cuando informa que el vehículo había sido recuperado en Pereira y en tal sentido, la Fiscalía Tercera Especializada había enviado la documentación con respecto al radicado No.40964 desde el 16 de septiembre de 2002.

· Lo que definitivamente está claro, es que de los documentos aportados por el mismo accionantes es que la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, al parecer, adelantó el trámite de extinción de dominio del citado automotor, sin que se conozca el cual fue el resultado del mismo.
· Es posible que el actor se haya equivocado respecto a una supuesta extinción de dominio por el hecho de que la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, en oficio del 17 de julio de 2001, solicitó al Instituto de Tránsito y Transporte de Pasto que se enviara copia del certificado de tradición del automotor.

· Ese Despacho, el 1º de agosto de 2013, ofició a la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira con el fin de que envíen la documentación que supuestamente enviaron a la Fiscalía de Cali a fin de resolver definitivamente la situación del accionante, quien se ha visto perjudicado por el cobro de impuestos de un vehículo que no tiene en su poder.
· Igualmente, se ofició al actor sobre las gestiones que se adelantaron con el fin de solucionar su delicado problema.  Eso sí, contando con la decidida colaboración de la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, la cual deberá, en su opinión, salvo mejor criterio, en el evento de haberse extraviado tal documentación, remita al remitir al Tribunal copia de las planillas de correo donde conste que efectivamente enviaron dicha documentación a la Fiscalía 78 Seccional de esa unidad.
· Anexó copia de los oficios enviados a la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira y al señor Cristóbal Guerrero Tobón.

3.5  SUBSECRETARÍA DE RENTAS DE LA GOBERNACIÓN DE NARIÑO

La señora Liliana Pantoja Mesías, Subsecretaria de Rentas, contestó a la tutela lo siguiente:
· Sea lo primero indicar que esa entidad le contestó el 1º de diciembre de 2009 al accionante su derecho de petición, en el que le explicó las razones jurídicas por la cuales no procedía exonerarlo del pago de  impuestos del vehículo de placa AUN-023 de los años gravables de 2001 a la fecha.

· Teniendo en cuenta que el accionante informó que el vehículo fue hurtado y entregado a la Nación mediante extinción de dominio, se le indica al actor que solo se encuentra obligado al pago de impuesto vehicular hasta la fecha en que quedó ejecutoriada la resolución de adjudicación del automotor a la fiscalía, hecho que podrá acreditar presentando el certificado de libertad y tradición del vehículo en donde conste dicha inscripción, por ser el único documento donde consta el cambio de propietario.

· Anexa a la respuesta: decreto nombramiento, acta de posesión de la misma y cédula de ciudadanía  de la Subsecretaria de Rentas; liquidaciones provisionales del impuesto vehicular del rodante AUN-023 de las vigencias 1999 a 2013.

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1  Esta Sala es competente para conocer de esta acción de tutela conforme a lo dispuesto en el artículo 1º, numeral 2º  del Decreto 1382 de 2000.

4.2 Problema jurídico y solución 

En el caso en estudio el señor Cristóbal Guerrero Tobón considera que se ha vulnerado su derecho fundamental de petición en conexidad con los derechos al debido proceso, buen nombre y honra al no haber obtenido respuesta de fondo con respecto a las peticiones elevadas ante las entidades demandas con el fin de obtener el estado en que se encuentra el vehículo de placa AUN-023, del cual fue su propietario, pero luego lo vendió y  que al parecer se encuentra en extinción de dominio; que en caso de verificarse esta última situación, lo exoneraría de cancelar los impuestos que le adeuda al departamento de Nariño. 
Para dilucidar tal aspecto, se considera oportuno relacionar la jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace referencia a los derechos fundamentales invocados por el actor.

4.3 Sea lo primero indicar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4 Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

En la Sentencia T-377 de 2000
, se dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.
i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”. 
Como consecuencia del desarrollo jurisprudencial del derecho de petición, en la Sentencia T-043 de 2009
,  se indicó lo siguiente:

“(…) La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental”. 

De conformidad con los lineamientos constitucionales y la jurisprudencia precedentemente relacionada, el derecho de petición debe ser protegido y garantizado tanto por las entidades públicas como por las privadas, mediante respuestas a las respectivas solicitudes elevadas, las cuales deben ser efectivas, congruentes y oportunas. 

Por ello la conducta del juez constitucional debe propender de manera ineludible a la preservación del pleno ejercicio de los derechos fundamentales y por ende está obligado a hacer uso de los mecanismos y facultades que le otorgan la Constitución y la ley, para que una vez verificada la afectación o vulneración, profiera la orden que garantice su restablecimiento efectivo. 

4.3  El derecho a la intimidad, al buen nombre, habeas data, se encuentra consagrado en el artículo 15º de la Constitución Política, el cual establece lo siguiente:  “Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas”  (…)” . (Subrayado fuera de texto). 

Dicho precepto constitucional, consagra entre otros, el derechos fundamental autónomo al habeas data o a la autodeterminación informática el cual puede ser definido como aquella garantía constitucional que le permite a la persona conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. La Corte Constitucional ha expuesto lo siguiente:

“…En torno al contenido del derecho al hábeas data, la Corte, en reiterada jurisprudencia, ha señalado que aquél se manifiesta por tres facultades concretas que el citado artículo 15 reconoce a la persona a la cual se refieren los datos recogidos o almacenados: a) El derecho a conocer las informaciones que a ella se refieren, comprende la posibilidad de exigir que se le informe en qué base de datos aparece reportado, así como poder verificar el contenido de la información recopilada;  b) El derecho a actualizar tales informaciones, es decir, a ponerlas al día, agregándoles los hechos nuevos, de solicitar que sea ingresada de manera inmediata al banco de datos la nueva información, principalmente de aquella que trate sobre el cumplimiento de las obligaciones; c) El derecho a rectificar las informaciones que no correspondan a la verdad. 

La jurisprudencia constitucional sobre este punto ha señalado que este derecho se refiere a la posibilidad que tiene el titular de la información a exigir “(i) que el contenido de la información almacenada sea veraz; (ii) que se aclare la información que por su redacción ambigua, pueda dar lugar a interpretaciones equívocas y (iii) que los datos puestos a disposición de la base de datos hayan sido obtenidos legalmente y su publicación se haga mediante canales que no lesionen otros derechos fundamentales, entre otras exigencias…”
 (Subrayas nuestras)
Ahora bien, esa misma Corporación se ha pronunciado sobre la procedencia de la acción de tutela para la protección del derecho fundamental al habeas data, de la siguiente manera: 

“el derecho fundamental de hábeas data, exige que se haya agotado el requisito de procedibilidad, consistente en que el actor haya hecho solicitud previa a la entidad correspondiente, para corregir, aclarar, rectificar o actualizar el dato o la información que tiene sobre él...”
 
4.4  Sobre el debido proceso 

El derecho al debido proceso administrativo es una garantía que se encuentra consagrada expresamente en el  inciso primero del artículo 29 de la Constitución Política y ha sido ampliamente estudiado por la Corte Constitucional.  Se exige de las actuaciones de las autoridades judiciales y de las autoridades administrativas, quienes deben ejercer sus funciones bajo el principio de legalidad. En tal virtud la Corte ha entendido que forman parte de la noción de debido proceso y se consideran como garantías constitucionales que presiden toda actividad de la Administración desde su inicio hasta su culminación, los derechos de defensa, de contradicción, de controversia de las pruebas, de publicidad, entre otros, los cuales se extienden a todas las personas que puedan resultar obligadas en virtud de lo resuelto por la Administración.

La Corte Constitucional
 explicó que la existencia del derecho al debido proceso administrativo, como mecanismo de protección de los administrados, se concreta en dos garantías mínimas, a saber: (i) en la obligación de las autoridades de informar al interesado acerca de cualquier medida que lo pueda afectar; y (ii) en que la adopción de dichas decisiones, en todo caso, se sometan por lo menos a un proceso sumario que asegure la vigencia de los derechos constitucionales de contradicción e impugnación. En la misma Sentencia, se afirmó que el debido proceso administrativo se ha definido: “como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes del Estado y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos señalados en la ley. El debido proceso administrativo consagrado como derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, se convierte en una manifestación del principio de legalidad, conforme al cual toda competencia ejercida por las autoridades públicas debe estar previamente señalada en la ley, como también las funciones que les corresponden y los trámites a seguir antes de adoptar una determinada decisión”.  (Subrayas nuestras).
4.5 En la Sentencia T-445 de 1994, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero indicó que: “La  Jurisdicción coactiva es expresión de la prerrogativa que tiene la administración de ejecutar los actos que ella misma define, para algunos autores, como el profesor Hauriou es considerada como uno de los privilegios exorbitantes de las Personas Administrativas, en virtud del cual la entidad administrativa cobra, por intermedio de sus representantes, las obligaciones fiscales”.  (…)  Y en la misma sentencia, concluyó: “… considera esta Sala de Revisión que el proceso de jurisdicción coactiva es de naturaleza administrativa, por cuanto su objetivo es hacer efectiva la orden dictada por la administración de cobro de una obligación tributaria.  En otras palabras esta jurisdicción es el uso de la coacción frente a terceros y la expresión de una autotutela ejecutiva”.

4.6 Solución al caso concreto

La pretensión esencial del actor es que se le ampare el derecho de petición en el sentido de que la Fiscalía Segunda Especializada, el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira y la Fiscalía 78 Seccional de Cali, Valle, le den respuesta sobre los derechos de petición relacionados con el paradero del vehículo AUN-023, del cual presuntamente, se decretó la extinción de dominio.  Al parecer, todo parte de un equívoco del actor propiciado  por el documento con fecha del 17 de julio de 2001, visible a folio 16, donde el Fiscal Tercero Especializado de Pereira hizo referencia a una investigación previa “extinción de dominio” bajo el radicado No.40964 y solicitó al Instituto de Tránsito y Transporte de Pasto el envío del historial del vehículo AUN-023.   Lo real, es que desde el 24 de febrero de 2010 (folio 29) la Fiscal 78 Seccional de Cali, Valle, le informó al accionante que no había alguna diligencia de extinción de dominio sobre ese vehículo y el 23 de febrero de 2011 (folio 33), también se le informó que se había suspendido la investigación previa radicada bajo el No.1617781 por el delito de hurto calificado del automóvil de placa AUN-023 y que no obraba constancia de que el vehículo hubiera sido recuperado.

En respuestas entregadas a esta Sala, a folio 79, queda claro que hubo un error en cuanto al número de radicación que cita el accionante (40964), el cual corresponde a un proceso que se tramitó en el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, contra Epitacio Castillo Gómez por violación al Decreto 3664 de 1986, donde se cumplió un trámite de extinción de dominio de un vehículo distinto, el de placa BFV-364.  
Lo anterior, indica que el vehículo referido por el accionante de placa AUN-023 no es el mismo sobre el que se decretó la extinción de dominio y del que no existe constancia de haber sido recuperado; situación que fue informada al actor en su debida oportunidad (folios 29 y 33).  En tal sentido, como el señor Guerrero Tobón debe cumplir las exigencias de la Ordenanza No.005 de 2012 de la Subsecretaría de Rentas de Nariño, tal como lo indicó esta entidad en la respuesta emitida a la  Sala
, con respecto a que  el propietario, poseedor o tenedor de vehículos que hayan sufrido pérdida definitiva de su automotor, podrá solicitar a la Subsecretaría de Rentas del Departamento el reconocimiento al beneficio de la exención del valor de sanciones e intereses de mora para lo cual deberá aportar los siguientes documentos:

1.  Copia del denuncio de pérdida realizado en la fecha en la cual ocurrieron los hechos

2. Certificación actualizada emitida por la Fiscalía que conoció el asunto de hurto en la que conste la fecha en la cual se recuperó el vehículo

3. Copia de la providencia de extinción de dominio que adjudica el automotor a la Fiscalía General de la Nación, con la respectiva constancia de ejecutoria

De lo anterior, se desprende que para que el señor Cristóbal Guerrero Tobón pueda cumplir con lo señalado por la Subsecretaría de Rentas de la Gobernación de Nariño,  deberá presentar los documentos probatorios exigidos dentro del trámite administrativo; en tal sentido, esta Sala tutelará el derecho fundamental de petición  al actor y en consecuencia, se ordenará al Fiscal Coordinador de la Unidad de Patrimonio Económico y Fe Pública de Cali, Valle, que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, expida al señor Cristóbal Guerrero Tobón una certificación actualizada con respecto a la investigación que por el delito de hurto calificado llevó la entonces Fiscalía 78 Seccional de Cali, Valle, bajo el radicado No.161781-78 y si obra o no providencia de extinción de dominio del vehículo de placa AUN-023.

5.   DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la  República y por mandato de la Constitución y la ley 

RESUELVE:

PRIMERO  TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Cristóbal Guerrero Tobón. 
SEGUNDO: ORDENAR  al Fiscal Coordinador de la Unidad de Patrimonio Económico y Fe Pública de Cali, Valle, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, expida al señor Cristóbal Guerrero Tobón una certificación actualizada con respecto a la investigación que por el delito de hurto calificado llevó la entonces Fiscalía 78 Seccional de Cali, Valle, bajo el radicado No.161781-78 en la que constará si obra o no providencia de extinción de dominio del vehículo de placa AUN-023.

TERCERO: DISPONER que las entidades demandadas rindan informe a esta Colegiatura sobre las decisiones tomadas.
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Si esta decisión no es impugnada se dispone el  envío del expediente ante la  Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario
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